
                                                                                                                           
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DISPOSICIONES AL 
ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,  
PRESENTADA POR LA DIPUTADA LAURA IRAIS BALLESTEROS MANCILLA, INTEGRANTE 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO. 
 
Con fundamento en los artículos 71, fracción II y 78, párrafo segundo, fracción III de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, 77 y 78 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados; 116 y 122, numeral 1, de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como el artículo 55 fracción II 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, quien suscribe, Dip. Laura Iraís Ballesteros Mancilla, integrante del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, presentó ante esta Soberanía la siguiente 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas disposiciones al 
artículo 19 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de prisión 
preventiva oficiosa.  
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

La prisión preventiva oficiosa es una medida cautelar por la cual se puede encarcelar a 

una persona sin que ésta haya sido condenada.  

Esta medida cautelar está prevista en el párrafo segundo del artículo 19 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

“El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras 

medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado 

en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos y 

de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido 

sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará la prisión 

preventiva oficiosamente, en los casos de abuso o violencia sexual contra menores, 

delincuencia organizada, extorsión, delitos previstos en las leyes aplicables cometidos 

para la ilegal introducción y desvío, producción, preparación, enajenación, adquisición, 
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importación, exportación, transportación, almacenamiento y distribución de precursores 

químicos y sustancias químicas esenciales, drogas sintéticas, fentanilo y derivados, 

homicidio doloso, feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, robo de casa 

habitación, uso de programas sociales con fines electorales, corrupción tratándose de 

los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones, robo al transporte 

de carga en cualquiera de sus modalidades, delitos en materia de hidrocarburos, 

petrolíferos o petroquímicos, delitos en materia de desaparición forzada de personas y 

desaparición cometida por particulares, delitos cometidos con medios violentos como 

armas y explosivos, delitos en materia de armas de fuego y explosivos de uso exclusivo 

del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, delito de terrorismo y de los delitos graves que 

determine la ley en contra de la seguridad de la nación, de la salud, del libre desarrollo 

de la personalidad, contrabando y cualquier actividad relacionada con falsos 

comprobantes fiscales, en los términos fijados por la ley. A cualquier nacional o 

extranjero involucrado en la fabricación, distribución, enajenación, traslado o 

internación al territorio nacional de manera ilícita de armas, y a cualquier extranjero que 

realice actividades al margen de la ley vinculadas con los párrafos segundo y tercero del 

artículo 40 de esta Constitución, se le impondrá la pena más severa posible, así como la 

medida cautelar de prisión preventiva oficiosa. Para la interpretación y aplicación de las 

normas previstas en este párrafo, los órganos del Estado deberán atenerse a su 

literalidad, quedando prohibida cualquier interpretación análoga o extensiva que 

pretenda inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus términos o su vigencia, 

ya sea de manera total o parcial.” 

En nuestro sistema jurídico, existen dos figuras mediante las cuales se puede aplicar la 

medida cautelar de prisión preventiva, oficiosa y justificada. En la primera, la 

Constitución establece un catálogo de delitos en los que el juez ordenará la prisión 

preventiva oficiosamente, entre ellos, el artículo 19, párrafo segundo. Esta medida se 

aplica sin valorar la posibilidad de que la persona imputada se sustraiga de la justicia o 

que pueda ocasionar una afectación en el proceso, pruebas o daños a las víctimas. Por 

otra parte, la prisión preventiva justificada puede ser solicitada por el Ministerio Público 
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sólo cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la 

comparecencia del imputado en el juicio, protección de la víctima. 

De acuerdo con el Amicus Curiae presentado por la Comisión Mexicana de Defensa y 

Promoción de los Derechos Humanos A.C. [“CMDPDH”] y el Instituto de Justicia Procesal 

Penal, A.C. [“IJPP”] ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Daniel 

García Rodríguez y Reyes Alpizar Ortiz vs. México, esta medida limita de manera 

desproporcionada:  

a.​ Presunción de inocencia: la persona no es tratada como inocente, sino que se 

asume que los riesgos procesales existen sin probarlos.   

b.​ Excepcionalidad: Es una detención arbitraria contraria al artículo 7.5 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos [“CADH”], porque el Ministerio 

Público no prueba los riesgos procesales para limitar la libertad de una persona. 

c.​ Audiencia: Se viola la garantía judicial a ser oída con las garantías por un juez que 

establece el artículo 8.1 de la CADH. La persona que enfrenta el proceso penal no 

tiene derecho a defenderse, ya que la imposición se realiza sin que la defensa 

pueda contra argumentar.  

d.​ Derecho a la defensa: Viola la garantía del artículo 8.2.CADH, dado que no se le 

otorga a la persona tiempo para proponer alternativas, por lo que no se puede 

defender.  

e.​ Contradicción: Se viola el derecho a contradecir los argumentos del Ministerio 

Público, incluido en la garantía judicial del artículo 8.2.f de la CADH, al no respetar 

las garantías establecidas.  

Por otra parte, la Corte Interamericana en el Caso García Rodríguez y otro vs. México, 

concluyó que la figura de la prisión preventiva oficiosa vulnera el derecho a la igualdad y 

la no discriminación, lo anterior en atención a que la aplicación automática de la prisión 

preventiva oficiosa sin considerar el caso concreto y las finalidades legítimas para 

restringir la libertad de una persona, así como su situación diferencial respecto de otros.  
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En el Caso García Rodríguez y otro vs. México, la Corte Interamericana concluyó que los 

Estados tienen el deber de garantizar la seguridad y preservar el orden público dentro de 

su territorio. Para ello, pueden recurrir a diversos mecanismos con el fin de combatir la 

delincuencia y el crimen organizado, incluso a medidas que conlleven restricciones o 

privaciones de la libertad personal. No obstante, este poder estatal no es absoluto para 

cumplir sus objetivos, sin importar la gravedad de los hechos o la presunta 

responsabilidad de quienes los cometen. En ese sentido, las autoridades están obligadas 

a respetar los derechos consagrados en la Convención Americana, entre ellos la 

presunción de inocencia, la libertad personal y el debido proceso, evitando recurrir a 

detenciones ilegales o arbitrarias. La prisión preventiva, en sí misma, no resulta 

incompatible con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, siempre que se 

aplique conforme a las exigencias previstas por la normativa internacional. 

De acuerdo con la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la prisión preventiva 

debe cumplir con ciertos requisitos para ser lo menos restrictiva de derechos:   

a.​ Excepcionalidad: la regla general es la libertad, mientras que la prisión preventiva 

constituye una medida excepcional. Esto se debe a que las personas sujetas a esta 

medida conservan el derecho a la presunción de inocencia, lo que obliga al Estado 

a darles un trato conforme a dicho principio. 

b.​ Necesidad: la prisión preventiva solo puede imponerse cuando resulte 

estrictamente indispensable para alcanzar el fin legítimo que se busca. Debe 

existir una conexión clara entre la aplicación de esta medida cautelar y la razón 

específica que la justifica. 

c.​ Proporcionalidad: la restricción a la libertad debe guardar equilibrio con los 

beneficios que se pretenden obtener, evitando que la medida resulte excesiva 

frente a los objetivos que persigue. 

Es decir, para que la prisión preventiva sea convencional debe pasar el “test de 

proporcionalidad”.  
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En la acción de Inconstitucionalidad 130/2019 y su acumulada 136/2019, el proyecto 

señalaba que la prisión preventiva oficiosa va en contra de la libertad de las personas y 

la presunción de inocencia, porque es una medida que se aplica automáticamente, sin 

tomar en cuenta si la persona imputada es un peligro para el proceso, pruebas o 

víctimas o, si existe otro riesgo. El proyecto concluyó que era necesario revisar y 

delimitar los alcances del artículo 19, párrafo segundo de la Constitución. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos concluyó que la prisión preventiva 

oficiosa, tal como está regulada en el artículo 19 de la Constitución federal, es una 

medida arbitraria y violatoria de los derechos, tanto al control judicial de la privación de 

la libertad como a la presunción de inocencia, y a la igualdad y no discriminación, en 

tanto está prevista como una medida de aplicación automática, sin que los jueces estén 

obligados a analizar la finalidad, necesidad o proporcionalidad en cada caso concreto.  

“171. En suma, de la lectura del artículo 319 del Código de Procedimientos Penales para 

el Estado de México de 2000, y del artículo 19 de la Constitución, cuando se trata de un 

proceso penal por un delito que conlleva sanciones privativas a la libertad, pareciera 

que, una vez comprobados los supuestos materiales, basta con verificar que se le tomó 

la declaración a la persona procesada (o que conste que se rehusó a declarar) para que 

se aplique la prisión preventiva. De ese modo, el referido artículo establece 

preceptivamente la aplicación de la prisión preventiva para los delitos que revisten cierta 

gravedad una vez establecidos los presupuestos materiales, sin que se lleve a cabo un 

análisis de la necesidad de la cautela frente a las circunstancias particulares del caso. A 

fin de cuentas, nos encontramos frente a un tipo de prisión preventiva automática o de 

oficio cuando se imputan ciertos delitos sin que las autoridades tengan la posibilidad de 

determinar la finalidad, la necesidad o la proporcionalidad de la medida cautelar en cada 

caso.” 

La prisión preventiva, es una medida privativa de la libertad, y es la más eficiente para 

asegurar esos propósitos, pero también, es la que restringe inmediatamente la libertad 

personal, y otros derechos. 
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Su regulación está prevista también en el artículo 167, del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, que recoge en parte el contenido del artículo 19 Constitucional 

para fijar los parámetros en los que es procedente la aplicación de ambas formas en las 

que puede ser impuesta la prisión preventiva. 

La Acción de inconstitucionalidad 49/2021, propone una interpretación distinta al 

aplicar esta medida, señalando que no debe entenderse como una imposición 

automática, sino como la obligación del juez de analizar, sin necesidad de solicitud del 

Ministerio Público, si procede aplicar esta medida. Solo debe ordenarse cuando no exista 

otra opción adecuada para asegurar la presencia del imputado en el juicio, el desarrollo 

de la investigación o la protección de víctimas, testigos o la sociedad. Esta decisión debe 

basarse en los principios de excepcionalidad, necesidad, proporcionalidad y 

subsidiariedad. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que la Constitución puede 

establecer restricciones a los derechos humanos que regula, las cuales deben prevalecer 

frente a los tratados internacionales. Sin embargo, dichas limitaciones pueden ser 

interpretadas de acuerdo con el principio pro persona para garantizar la menor 

restricción posible, pero dicha interpretación no debe llegar al grado de contradecir la 

limitación constitucional expresa, sino hacer viable su aplicación de manera sistemática 

y armónica con los restantes derechos humanos previstos en la propia norma 

fundamental. 

Ahora bien, hay  una contradicción interna entre normas —ya— previstas en la 

Constitución y, en ese sentido, ni siquiera es necesario acudir a fuentes internacionales, 

el párrafo segundo del articulo 19 constitucional debe ser expulsado al ser contrario al 

primero constitucional. 

Por lo expuesto, resulta indispensable que el Estado mexicano cumpla con su mandato 

constitucional y sus compromisos internacionales, garantizando los derechos de las 
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personas privadas de la libertad, se propone la siguiente reforma a la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

Texto Vigente Texto Propuesto 

Artículo 19. Ninguna detención ante 
autoridad judicial podrá exceder del plazo de 
setenta y dos horas, a partir de que el 
indiciado sea puesto a su disposición, sin que 
se justifique con un auto de vinculación a 
proceso en el que se expresará: el delito que 
se impute al acusado; el lugar, tiempo y 
circunstancias de ejecución, así como los 
datos que establezcan que se ha cometido un 
hecho que la ley señale como delito y que 
exista la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión.  
 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al 
juez la prisión preventiva cuando otras 
medidas cautelares no sean suficientes para 
garantizar la comparecencia del imputado en 
el juicio, el desarrollo de la investigación, la 
protección de la víctima, de los testigos y de 
la comunidad, así como cuando el imputado 
esté siendo procesado o haya sido 
sentenciado previamente por la comisión de 
un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva oficiosamente, en los casos de 
abuso o violencia sexual contra menores, 
delincuencia organizada, extorsión, delitos 
previstos en las leyes aplicables cometidos 
para la ilegal introducción y desvío, 

Artículo 19. Ninguna detención ante 
autoridad judicial podrá exceder del plazo de 
setenta y dos horas, a partir de que el 
indiciado sea puesto a su disposición, sin que 
se justifique con un auto de vinculación a 
proceso en el que se expresará: el delito que 
se impute al acusado; el lugar, tiempo y 
circunstancias de ejecución, así como los 
datos que establezcan que se ha cometido un 
hecho que la ley señale como delito y que 
exista la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión.  
 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al 
juez la prisión preventiva justificadamente 
cuando otras medidas cautelares no sean 
suficientes para garantizar la comparecencia 
del imputado en el juicio, el desarrollo de la 
investigación, la protección de la víctima, de 
los testigos y de la comunidad, así como 
cuando el imputado esté siendo procesado o 
haya sido sentenciado previamente por la 
comisión de un delito doloso. El juez 
ordenará la prisión preventiva justificada en 
caso de delitos graves. abuso o violencia 
sexual contra menores, delincuencia 
organizada, extorsión, delitos previstos en las 
leyes aplicables cometidos para la ilegal 
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producción, preparación, enajenación, 
adquisición, importación, exportación, 
transportación, almacenamiento y 
distribución de precursores químicos y 
sustancias químicas esenciales, drogas 
sintéticas, fentanilo y derivados, homicidio 
doloso, feminicidio, violación, secuestro, trata 
de personas, robo de casa habitación, uso de 
programas sociales con fines electorales, 
corrupción tratándose de los delitos de 
enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de 
funciones, robo al transporte de carga en 
cualquiera de sus modalidades, delitos en 
materia de hidrocarburos, petrolíferos o 
petroquímicos, delitos en materia de 
desaparición forzada de personas y 
desaparición cometida por particulares, 
delitos cometidos con medios violentos como 
armas y explosivos, delitos en materia de 
armas de fuego y explosivos de uso exclusivo 
del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, 
delito de terrorismo y de los delitos graves 
que determine la ley en contra de la 
seguridad de la nación, de la salud, del libre 
desarrollo de la personalidad, contrabando y 
cualquier actividad relacionada con falsos 
comprobantes fiscales, en los términos 
fijados por la ley. A cualquier nacional o 
extranjero involucrado en la fabricación, 
distribución, enajenación, traslado o 
internación al territorio nacional de manera 
ilícita de armas, y a cualquier extranjero que 
realice actividades al margen de la ley 
vinculadas con los párrafos segundo y tercero 
del artículo 40 de esta Constitución, se le 

introducción y desvío, producción, 
preparación, enajenación, adquisición, 
importación, exportación, transportación, 
almacenamiento y distribución de 
precursores químicos y sustancias químicas 
esenciales, drogas sintéticas, fentanilo y 
derivados, homicidio doloso, feminicidio, 
violación, secuestro, trata de personas, robo 
de casa habitación, uso de programas 
sociales con fines electorales, corrupción 
tratándose de los delitos de enriquecimiento 
ilícito y ejercicio abusivo de funciones, robo al 
transporte de carga en cualquiera de sus 
modalidades, delitos en materia de 
hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, 
delitos en materia de desaparición forzada de 
personas y desaparición cometida por 
particulares, delitos cometidos con medios 
violentos como armas y explosivos, delitos en 
materia de armas de fuego y explosivos de 
uso exclusivo del Ejército, la Armada y la 
Fuerza Aérea, delito de terrorismo y de los 
delitos graves que determine la ley en contra 
de la seguridad de la nación, de la salud, del 
libre desarrollo de la personalidad, 
contrabando y cualquier actividad 
relacionada con falsos comprobantes fiscales, 
en los términos fijados por la ley. A cualquier 
nacional o extranjero involucrado en la 
fabricación, distribución, enajenación, 
traslado o internación al territorio nacional 
de manera ilícita de armas, y a cualquier 
extranjero que realice actividades al margen 
de la ley vinculadas con los párrafos segundo 
y tercero del artículo 40 de esta Constitución, 
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impondrá la pena más severa posible, así 
como la medida cautelar de prisión 
preventiva oficiosa. Para la interpretación y 
aplicación de las normas previstas en este 
párrafo, los órganos del Estado deberán 
atenerse a su literalidad, quedando prohibida 
cualquier interpretación análoga o extensiva 
que pretenda inaplicar, suspender, modificar 
o hacer nugatorios sus términos o su 
vigencia, ya sea de manera total o parcial. 
 
… 

se le impondrá la pena más severa posible, 
así como la medida cautelar de prisión 
preventiva oficiosa. Para la interpretación y 
aplicación de las normas previstas en este 
párrafo, los órganos del Estado deberán 
atenerse a su literalidad, quedando prohibida 
cualquier interpretación análoga o extensiva 
que pretenda inaplicar, suspender, modificar 
o hacer nugatorios sus términos o su 
vigencia, ya sea de manera total o parcial. 
 
… 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta Asamblea el siguiente 
proyecto de: 

DECRETO 

POR EL QUE SE ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES AL ARTÍCULO 19 DE 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE 

PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA:   

ÚNICO.- Se reforman diversas disposiciones al artículo 19 de la Constitución de los 

Estados Unidos Mexicanos, 

Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de 
setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se 
justifique con un auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el delito que se 
impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que 
establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que exista la 
probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.  
 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva justificadamente 
cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia 
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del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de 
los testigos y de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo procesado o 
haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará 
la prisión preventiva justificada en caso de delitos graves. A cualquier nacional o 
extranjero involucrado en la fabricación, distribución, enajenación, traslado o 
internación al territorio nacional de manera ilícita de armas, y a cualquier extranjero que 
realice actividades al margen de la ley vinculadas con los párrafos segundo y tercero del 
artículo 40 de esta Constitución, se le impondrá la pena más severa posible. Para la 
interpretación y aplicación de las normas previstas en este párrafo, los órganos del 
Estado deberán atenerse a su literalidad, quedando prohibida cualquier interpretación 
análoga o extensiva que pretenda inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus 
términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial. 
 
… 

TRANSITORIOS  

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación.  

ATENTAMENTE  

 

Dip. Laura Iraís Ballesteros Mancilla 

Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano ​
Cámara de Diputados ​

LXVI Legislatura ​
Agosto de 2025 ​
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LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,  PRESENTADA POR LA DIPUTADA 
LAURA IRAIS BALLESTEROS MANCILLA, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO 
CIUDADANO 
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